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León, Guanajuato, a quince de noviembre del año dos mil siete. . . . . . . .
V I S T O S para resolver los autos del recurso de inconformidad, identificado con el número 134/2007-RI, promovido por la ciudadana María de la Luz Vázquez González, en su carácter de Apoderada legal de la persona moral denominada "Altta Homes Centro Sur, Sociedad de Responsabilidad Limitada de Capital Variable" y: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El recurso de inconformidad fue interpuesto oportunamente dentro de los diez días hábiles siguientes a la fecha en que la parte recurrente tuvo conocimiento de la emisión de los actos impugnados, atento a lo que establece la fracción I del artículo 29 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, toda vez que refiere haber tenido conocimiento el trece de abril de este año, sin que de autos se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, -las infracciones  números 30055 y 30110, ambas de fecha trece de abril del corriente año-, se encuentra debidamente acreditada en autos con las copias al carbón de dichos documentos, así como por el reconocimiento que de los folios de infracción hacen las autoridades demandadas al contestar el recurso, por lo que merecen pleno valor probatorio, al tratarse de documentos públicos, conforme a lo dispuesto en los artículos 132, 207 y 212 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, de aplicación supletoria al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, por así disponerlo el segundo párrafo del artículo 41 de dicho ordenamiento, respecto de la valoración de las pruebas, sin que ello haya sido controvertido por las autoridades demandadas; Por otra parte, no se demuestra la existencia de los restantes actos impugnados a las diversas autoridades demandadas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- La personalidad con la que comparece a este recurso de inconformidad la ciudadana María de la Luz Vázquez González, se encuentra debidamente acreditada mediante la documental consistente en la copia certificada de la Escritura Pública número 4421, de fecha doce de mayo del dos mil seis, otorgada ante la fe del Licenciado Carlos Montaño Pedraza, titular de la Notaria Pública número 130, en legal ejercicio en el primer distrito de la ciudad de Monterrey, Nuevo León; que contiene entre otros aspectos, el otorgamiento de poder general para pleitos y cobranzas a favor de la ciudadana María de la Luz Vázquez González, por parte del Señor Francisco Montalvo Gómez, en su carácter de Delegado especial de la asamblea general de socios de la sociedad  denominada "Altta Homes Centro Sur, Sociedad Anónima de Capital Variable", para ejercer como apoderado para pleitos y cobranzas de la misma con todas las facultades generales y especiales que conforme a la ley requieran cláusula especial  y sin limitación alguna . . 

Copia certificada por el Licenciado Mario Alberto Cortés Gutiérrez, Notario Público número 106, en legal ejercicio en León, Guanajuato, la que constituye un documento público conforme lo establece el artículo 132 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 207 del citado Código, de aplicación supletoria al Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, según se dispone en el artículo 41 segundo párrafo del referido Reglamento, aunado que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar la personalidad con la que comparece en el presente recurso.  

QUINTO.- Por cuestión de ORDEN PUBLICO y, por ende de estudio preferente, este Juzgador, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 49 y 50 del Reglamento de Justicia Administrativa  Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, las autoridades demandadas hicieron valer la causal de improcedencia prevista en la fracción V del artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, al referir que no se afecta el interés jurídico de la recurrente porque los folios de infracción impugnados no revisten el carácter de definitivos porque son parte del procedimiento administrativo y que los mismos no han sido calificados aún, además de que todavía no producen efectos jurídicos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Causal que a juicio de este resolutor, resulta infundada, en razón de que los folios de infracción, al haberse dirigido a la persona moral impetrante del recurso, sí cuenta con interés jurídico para impugnarlos, pues en tales actas o boletas, el inspector adscrito a la Dirección de Desarrollo Urbano hizo constar una serie de motivos de infracción, lo que aunado a que en la parte superior de esas boletas se contiene una cantidad liquida, la cual podría considerarse como la sanción a la infracción anotada, por lo que resulta evidente que la recurrente sí cuenta con interés jurídico para impugnarlas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Al caso, resulta aplicable el siguiente criterio de la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, misma que aparece en la publicación titulada "Criterios y Tesis aprobadas por el Pleno 1987-1996" de dicho Tribunal, el que en su página 46 señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"INTERÉS JURÍDICO. LO TIENEN QUIENES SON DESTINATARIOS DE UN ACTO ADMINISTRATIVO.- El interés jurídico que funda la pretensión del acto deriva, de manera evidente, del hecho de ser destinatario de un acto administrativo cuya existencia ha sido debidamente acreditada en autos del presente juicio, y que, al ser dirigido a dicho gobernado, pudiera infringir en su perjuicio las disposiciones legales aplicables, por lo que no es atendible el razonamiento de la parte demandada relativa al sobreseimiento." (Exp. Num. 19/954/994. Sentencia de fecha: 9 de enero de 1994. Actor: Jesús Sánchez Trapp). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, carecen de razón las autoridades demandadas al referir que los folios de infracción impugnados, son parte de un procedimiento administrativo llevado a cabo por la Dirección de Desarrollo Urbano, por lo que aún no han sido calificados y por ello no son definitivos; dado que tal argumentación resultaría aplicable si se advirtiese efectivamente que los actos impugnados se encuentran enmarcados dentro de un procedimiento administrativo de inspección, seguido conforme a lo previsto en la norma que resultare aplicable, siendo que, en el caso en concreto, no se advierte que el levantamiento de dichos folios se encuentre contemplado como una etapa procedimental en la Ley de Fraccionamientos para el Estado de Guanajuato y sus Municipios (ya que en las boletas se advierte que fueron emitidas por vulnerarse lo dispuesto en el artículo 86-I de dicha norma), y mucho menos, como lo refieren las autoridades demandadas al contestar el recurso, al afirmar que dichos folios de infracción constituyen una etapa del procedimiento estipulado en el artículo 187 del Reglamento de Zonificación y Usos del Suelo para el Municipio de León, Guanajuato, cuando en dicho dispositivo legal no se hace alusión alguna a folios de infracción, razón por la que no pueden considerarse tales actos como una etapa del procedimiento y que por ello tenga que esperar, la empresa recurrente, a que se traten de actos definitivos mediante el dictado de una resolución de sanción, porque en realidad, como se ha hecho resaltar, no se trata de una etapa de procedimiento; por ende, no resulta cierto lo que se alega, acerca de que no se afecta el interés jurídico de la parte recurrente, pues al tratarse de actos dictados fuera de procedimiento alguno, estos no se sujetan a las reglas que establece la normatividad aplicable y por ello, pueden impugnarse desde el momento en que sean conocidos por el afectado, como ocurre en la presente causa administrativa. . . . . . . . 

Toda vez que las autoridades demandadas no hicieron valer alguna otra causal de improcedencia o sobreseimiento, de oficio, este Juzgador advierte que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 49 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, respecto de los actos impugnados al Director de Desarrollo Urbano, Director de Inspección de la Dirección de Desarrollo Urbano y del Jefe de Inspección de la Dirección de Desarrollo Urbano, toda vez que del análisis de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que no existen los actos que se les imputan. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, la parte recurrente señala como actos impugnados, por una parte, del Director de Desarrollo Urbano, el levantamiento e imposición de las infracciones 30055 y 30110; por otra parte, del Director de Inspección de Desarrollo Urbano, reclama la imposición de dos sanciones por la cantidad de $47,600.00 (Cuarenta y siete mil seiscientos pesos 00/100 Moneda Nacional); y, del Jefe de Inspección de la Dirección de Desarrollo Urbano, la orden verbal emitida a los inspectores, quienes con fecha trece de abril del año en curso, levantaron las infracciones combatidas; sin embargo de los autos que integran el presente Recurso, se aprecia claramente, en primer término, que el Director de Desarrollo Urbano no tuvo intervención alguna en el levantamiento e imposición de las infracciones en comento; en segundo término, no está documentado que el Director de Inspección de Desarrollo Urbano, haya sido la autoridad que impuso las sanciones de $47,600.00 (Cuarenta y siete mil seiscientos pesos 00/100 Moneda Nacional); y, en tercer término, no hay evidencia que el Jefe de Inspección haya emitido ordenes verbales a los Inspectores adscritos a la Dirección de Desarrollo Urbano, para levantar las infracciones. Por otra parte, tampoco se encuentra demostrado que los inspectores adscritos a la Dirección de Desarrollo Urbano, procedieran a retirar anuncios propiedad de la parte recurrente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es importante resaltar que respecto de los actos impugnados mencionados en el párrafo anterior, las autoridades demandadas al contestar el recurso, no los admitieron y la parte recurrente, no ofreció pruebas de su intención, tendientes a acreditar su existencia, por lo que este Juzgador razona que no existen los actos que se les imputan, de igual forma acontece con los actos que impugna de los Inspectores adscritos a la Dirección de Desarrollo Urbano, consistentes en el retiro de anuncios, ya que en autos no se encuentra probado que los inspectores demandados hayan realizado retiro de anuncios alguno.  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Derivado de lo anterior, conforme a lo dispuesto por la fracción I del artículo 50 del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, en estrecha relación con la fracción II del artículo 58 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, aplicada supletoriamente al trámite del recurso de inconformidad por así disponerlo el artículo 209 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, procede decretar el sobreseimiento respecto de los actos imputados al Director de Desarrollo Urbano, Director de Inspección de la Dirección de Desarrollo Urbano y Jefe de Inspección de la referida Dirección, así como también en cuanto al retiro de anuncios imputado a los inspectores adscritos a la Dirección de Desarrollo Urbano. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

SEXTO.- En virtud de lo señalado en el considerando que antecede, en la presente causa administrativa los actos impugnados que subsisten son las infracciones folios 30055 y 30110, ambas de fecha trece de abril del dos mil siete; respecto de las cuales sin entrar al estudio de los motivos de inconformidad o agravios esgrimidos por la parte recurrente, este Juzgador, de oficio, por ser de orden público, hace valer la incompetencia de los inspectores, adscritos a la Dirección de Desarrollo Urbano, ciudadanos Miguel Santos Gutiérrez y Juan Pablo Ibarra Gutiérrez, para emitir las infracciones señaladas, lo que se traduce en la ilegalidad de las mismas, atento a lo que establece la fracción I del artículo 88 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En efecto, atendiendo a que los actos de autoridad que incidan en la esfera jurídica de los gobernados requieren, para ser legales, entre otros requisitos, e imprescindiblemente, el que sean emitidos por autoridad competente y cumpliéndose las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica; lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien para ello está legitimado, expresándose como parte de las formalidades esenciales, el carácter con que la autoridad respectiva lo suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tal legitimación, pues de lo contrario, se dejaría al afectado estado de indefensión, ya que al no conocer el sustento jurídico que faculte a la autoridad para emitir el acto, es evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si la actuación de ésta se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y si éste es o no conforme a la ley, para que esté en aptitud de hacer valer la ilegalidad del mismo; así, en el presente caso de la lectura de las infracciones 30055 y 30110, ambas de fecha 13 trece de abril del año en curso, se aprecia lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En primer lugar, no se citan disposiciones de carácter legal que funden la competencia de los inspectores adscritos a Desarrollo Urbano, para levantar las mismas, cuando están obligados a ello, a efecto de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico, atento al criterio que sostiene la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que éste ignorara si el proceder  de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.". . . . . . . . . . . . 

Contradicción de tesis 94/2000-SS. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Primer y Cuarto Tribunales Colegiados en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 26 de octubre de 2001. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juan Díaz Romero. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. Tesis de jurisprudencia 57/2001. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del treinta y uno de octubre de dos mil uno. No. Registro: 188,432. Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XIV, Noviembre de 2001. Tesis: 2a./J. 57/2001. Página: 31. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En segundo lugar, se observa que las infracciones en comento se levantan con apoyo en el artículo 86 fracción I de la Ley de Fraccionamientos para el Estado de Guanajuato y sus Municipios, el que a la letra establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“ARTÍCULO 86. Cuando se cometa una infracción, la autoridad competente podrá imponer, previa audiencia del infractor y conforme al procedimiento que señalen los reglamentos municipales correspondientes, una o más de las sanciones siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

I.- Multa de cien a mil días de salario mínimo general diario vigente, al que realice actos de publicidad o promoción de venta de lotes o viviendas sin contar con el permiso correspondiente;. . . . . 

II.- ..." . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, de lo anterior se desprende que los inspectores Miguel Santos Gutiérrez y Juan Pablo Ibarra Gutiérrez, levantaron las infracciones por violaciones a la citada la Ley de Fraccionamientos para el Estado de Guanajuato y sus Municipios, como si dicho dispositivo legal les diere tal competencia, cuando lo cierto es que el referido artículo remite al procedimiento que señalen los Reglamentos Municipales correspondientes, que en el presente caso y para el Municipio de León, Guanajuato, lo es el Reglamento de Fraccionamientos y Desarrollos en Condominio para el Municipio de León, Guanajuato, en donde en su artículo 117 establece textualmente: 

“Artículo 117.- A quien infrinja las disposiciones de la Ley y su Reglamento, así como del presente ordenamiento, se les aplicarán una o más de las sanciones que aquella establece, previo el procedimiento establecido en el capítulo anterior.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En donde por Ley se entiende la Ley de Fraccionamientos para el Estado de Guanajuato y sus Municipios (artículo 2, fracción XIV, del Reglamento de Fraccionamientos y  Desarrollos en condominio para el Municipio de León, Guanajuato) y que el procedimiento es el que establece el Capítulo Primero del Título Cuarto -De la Inspección, vigilancia y sanción-, en donde el ordenamiento jurídico municipal mencionado, dispone que la intervención del personal encargado de realizar inspecciones, debe partir de un acto de la voluntad de la autoridad administrativa competente, generalmente el Titular de la dependencia, en la que se ordene la realización de una visita de inspección, lo que da inicio, formalmente, a un procedimiento administrativo de inspección, no siendo permitido para las autoridades encargadas de realizar inspecciones, en este caso, los inspectores adscritos, el de "Motu proprio" acudir a inspeccionar aquellos lugares que les parezca, y mucho menos, levantar "infracciones" como las que se impugnan en este expediente, lo que se traduce en la incompetencia de los inspectores para emitir dichos actos. . . . . . 
En resumen, siendo la competencia: "el conjunto de facultades o atribuciones que el orden jurídico, ya sea ley o reglamento, le confiere al órgano administrativo", por lo que para emitir las infracciones impugnadas, los inspectores debieron contar con atribuciones en este sentido y citar el fundamento de dicha competencia, sin que así lo hayan hecho, y atento a lo que señala el principio de legalidad, establecido en el artículo 4° de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, en el sentido de que: "la autoridad municipal únicamente pueden realizar lo que la ley le concede", se concluye que las infracciones combatidas, están afectadas de nulidad, al ser emitidas por autoridad incompetente para emitirlas, razón por la que tales actos impugnados resultan ilegales, conforme lo dispone la fracción I del artículo 88 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, aplicada supletoriamente al presente Recurso, por así disponerlo el artículo 209 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por lo que procede declarar su nulidad total. . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 209 y 213, fracción II, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 57 fracción VII, 58, fracción II, y 88, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato; y, 47 y 48, fracción II, 49, fracción VII y 50, fracción I, del Reglamento de Justicia Administrativa Municipal de León, Guanajuato, es de resolverse y se . . . .  

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Procedió el recurso interpuesto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se decreta el sobreseimiento del presente recurso, respecto del Director de Desarrollo Urbano, Director de Inspección, Jefe de Inspección de la referida Dependencia e inspectores adscritos a la Dirección de Desarrollo Urbano, todos de León, Guanajuato, por las razones emitidas en el Considerando Quinto de este veredicto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Se declara la Nulidad Total de las infracciones números 30055 y 30110, emitidas por los inspectores adscritos a la Dirección General de Desarrollo Urbano de este Municipio de León, Guanajuato, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Sexto de la presente resolución. . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte recurrente personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . 
